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La suscrita, KARINA ISABEL MIRANDA POLO, Mayor de edad, Identificada con la 

Cédula de Ciudadanía No.32´873929 de Soledad, domiciliada en esta ciudad, 

respetuosamente promuevo DEMANDA DE ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE 

TUTELA contra la ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD – SECRETARÍA DE 

TALENTO HUMANO, representada por su alcalde (a), o quien haga sus veces al 

momento de notificación del presente mecanismo interpuesto debido que 

flagrantemente se está violando el DERECHO FUNDAMENTAL DE DERECHO  A 

LA IGUALDAD, y los DERECHOS CONSTITUCIONALES  DERECHO AL MINIMO 

VITAL y a la ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA, consagrados en la 

Constitución Política de Colombia en sus artículos  13 y  53 , con fundamento en los 

siguientes: 

HECHOS 

1. El día 01 de diciembre del año 2011, fui nombrada, en la Alcaldía Municipal de 

Soledad, en provisionalidad en el cargo TECNICO OPERATIVO código 314 grado 

03, mediante decreto 0313, del 01 de diciembre de 2011. 

2. En el momento del nombramiento aporte junto con los requisitos legales exigidos, 

declaración juramentada, que consta que soy madre cabeza de hogar. 

3. Soy madre cabeza de hogar de dos hijas: Ana Karina y Nathaly Sofia Alvarino 

Miranda, las cuales dependen económicamente, socialmente de mí. 

4. Mediante sentencia Rad 0374-2013, se me otorgo la patria potestad y cuidados 

personales, de mis hijas Ana Karina y Nathaly Sofia Alvarino Miranda, notificado 

oportunamente a la oficina de Talento Humano de la Alcaldía Municipal de Soledad. 



5. Tengo un nieto de 1 año de nacido que desde el momento que mi hija quedó en 

estado de preñez asumí los cuidados personales del bebe Matthias Amaris Alvarino, 

por mi hija encontrarse en deficiencia económica, siendo esta madre soltera, 

situación que notifiqué a la secretaria de Talento Humano de la Alcaldía Municipal 

de Soledad en su momento (anexo 1 soporte entrega de documento). 

6. Mi nieto Matthias Amaris Alvarino, depende económicamente y socialmente de 

mí, le proporciono seguridad social, establecido en el artículo 218 – numeral F de 

la Ley 1753 de 2015, que modifico el artículo 163 de la ley 100 de 1993; Decreto 

780 de 2016, articulo 2.1.3.6 numeral 6 y articulo 2.1.3.7 numeral 3 del Decreto 

en mención, como también el vestir, alimentación, vivienda.  

7. Mis hijas Ana Karina y Nathaly Sofia Alvarino Miranda, a pesar que son mayores 

de edad, dependen económicamente y socialmente de mí, son beneficiarias de mi 

régimen contributivo de salud, como lo establece el artículo 2018 – numeral C de 

la ley 1753 de 2005, que modifico el artículo 163 de la ley 100 de 1993; Decreto 

780 de 2016, articulo 2.1.3.6 numeral 3 y articulo 2.1.3.7 numeral 3 del Decreto 

780 de 2016. 

8. Mis hijas Ana Karina y Nathaly Sofia Alvarino Miranda, estaban en formación 

académica superior, pero por la situación que vive nuestro país con la pandemia 

COVID 19, para el año 2020 yo no tenía solvencia económica, por lo que me toco 

suspenderles esta formación. 

9. En los 8 años y 11 meses que llevaba desempeñando el cargo Técnico Operativo 

grado 314, en provisionalidad, no tuve sanciones disciplinarias, ni llamados de 

atención. 

10. El día 01 de octubre de 2020, me comunican, mediante correo electrónico, el 

decreto 399 de 28 de septiembre de 2020, mediante el cual se realiza un 

nombramiento en periodo de prueba y se da por terminado mi nombramiento 

provisional. 

11. El día 05 de octubre de 2020, me notifican, mediante correo electrónico, el 

decreto 399 de 28 de septiembre de 2020, decretando un nombramiento en periodo 

de prueba, al señor HAROLD RUIZ PEREZ y dando por terminado un nombramiento 

en provisionalidad, KARINA ISABEL MIRANDA POLO. 

12.El día 05 de noviembre del año 2020, me notifican por correo electrónico 

terminación de mi nombramiento provisional, entrega de mi cargo, Técnico 

Operativo grado 314 y citación a exámenes médicos de egreso. 

13. Todo esto sin tener en cuenta mi situación, que por ser madre cabeza de hogar, 

me encuentro en debilidad manifiesta, como lo materializa el artículo 43 de la 

Constitución Política de Colombia. 



14. Esto conllevo a la desvinculación de mi seguridad social en el régimen 

contributivo, desamparando a mi núcleo familiar, entre esos, mi nieto, el menor 

Matthias Amaris Alvarino, como se podrá corroborar en los certificados de afiliación. 

15.Es por ello, que se presenta este mecanismo por violación del derecho 

fundamental a la Igualdad y de los derechos Constitucionales del Mínimo Vital y 

Estabilidad Laboral Reforzada, por esta sectorial, recordando a la ALCALDIA 

MUNICIPAL DE SOLEDAD – SECRETARÍA DE TALENTO HUMANO, que  

“TODAS LAS PERSONAS NACEN LIBRES E IGUALES ANTE LA LEY, 

RECIBIRÁN LA MISMA PROTECCIÓN Y TRATO DE LAS AUTORIDADES…. EL 

ESTADO PROTEGERÁ ESPECIALMENTE A AQUELLAS PERSONAS QUE, 

POR SU CONDICIÓN ECONÓMICA, FÍSICA O MENTAL, SE ENCUENTREN EN 

CIRCUNSTANCIA DE DEBILIDAD MANIFIESTA Y SANCIONARÁ LOS ABUSOS 

O MALTRATOS QUE CONTRA ELLAS SE COMETAN.” 

“EL CONGRESO EXPEDIRÁ EL ESTATUTO DEL TRABAJO. LA LEY 

CORRESPONDIENTE TENDRÁ EN CUENTA POR LO MENOS LOS 

SIGUIENTES PRINCIPIOS MÍNIMOS FUNDAMENTALES: IGUALDAD DE 

OPORTUNIDADES PARA LOS TRABAJADORES; REMUNERACIÓN MÍNIMA 

VITAL Y MÓVIL, PROPORCIONAL A LA CANTIDAD Y CALIDAD DE TRABAJO; 

ESTABILIDAD EN EL EMPLEO…… LA LEY, LOS CONTRATOS, LOS 

ACUERDOS Y CONVENIOS DE TRABAJO, NO PUEDEN MENOSCABAR LA 

LIBERTAD, LA DIGNIDAD HUMANA NI LOS DERECHOS DE LOS 

TRABAJADORES”. 

CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 

En el presente caso considero que se está violando el DERECHO FUNDAMENTAL 

A LA  IGUALDAD y los DERECHOS CONSTITUCIONALES DEL MINIMO VITAL 

Y ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA por parte de la ALCALDIA MUNICIPAL 

DE SOLEDAD – SECRETARÍA DE TALENTO HUMANO., por desvincularme y  dar 

por terminado mi nombramiento en provisionalidad en el cargo Técnico Operativo, 

muy a pesar de tener conocimiento de mi condición, ser madre cabeza de hogar, 

con ello presentar una debilidad manifiesta, lo cual a su vez configura además 

vulneración a mi derecho fundamental. 

En cuanto al derecho a la Igualdad, Mínimo vital y la Estabilidad laboral reforzada la 

Corte Constitucional al respecto ha señalado en sentencia T-357 de 17 de abril de 

2008. M.P.  Dr. NILSON PINILLA PINILLA…” La protección a la mujer por su 

especial condición de madre cabeza de familia, consagrado en la 

Constitución, específicamente en el artículo 13, establece la obligación estatal 

de velar por la igualdad real y efectiva de los grupos tradicionalmente 

discriminados y de proteger a las personas en circunstancias de debilidad 

manifiesta, y en el artículo 43 determina la obligación del Estado de brindar 

especial protección a aquellas mujeres que tienen a su cargo de manera 



exclusiva, la responsabilidad de velar por la manutención de su grupo familiar. 

A las anteriores disposiciones se suman los artículos 5° y 44 de la Carta, los 

cuales establecen la obligación de proteger a la familia y de manera especial 

a los niños”. 

Sentencia SU 691 de 23 de noviembre de 2017, de la Corte Constitucional, 

ACCION DE TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE 

DESVINCULAN A SERVIDORES PUBLICOS DE SUS CARGOS - Procedencia 

excepcional. 

ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE MADRE CABEZA DE FAMILIA 

FRENTE A NOMBRAMIENTO DEL CONCURSO EN LA PROCURADURIA 

GENERAL DE LA NACION- 

 

Sentencia SU-388 de 13 de abril de 2005 – ACCION DE TUTELA PARA 

ASEGURAR MEDIDAS DE ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA-Procedente 

por existir vulneración a mandatos constitucionales 

ESTABILIDAD LABORAL DE MADRE CABEZA DE FAMILIA- Protección especial 

a trabajadores en condiciones de debilidad manifiesta/MADRE CABEZA DE 

FAMILIA-Indemnización última alternativa en procesos de reestructuración. 

 

ACCION DE TUTELA-Carácter residual/ACCION DE TUTELA FRENTE A MEDIO 

DE DEFENSA JUDICIAL-Procedencia excepcional como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable 

 

ACCION DE TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS-Procedencia cuando 

los mecanismos ordinarios no proporcionan una eficaz y pronta protección a los 

derechos que se pretenden salvaguardar/MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL-Formas 

de amparo por juez de tutela ante falta de protección eficaz y completa. 

 

La jurisprudencia constitucional ha señalado que, en tratándose de actos 

administrativos, antes de acudir al mecanismo de protección constitucional se 

deben agotar las vías ordinarias, salvo que el juez determine que tales mecanismos 

no proporcionan una eficaz y pronta protección a los derechos que se pretenden 

salvaguardar. 

 

ACCION DE TUTELA-Oportunidad ante la existencia de acciones ordinarias que 

retardan los derechos fundamentales 



Se ha establecido que las acciones ordinarias como son la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho, retardan la protección de los derechos fundamentales 

de los actores, así mismo se ha señalado que estas acciones carecen, por la forma 

cómo están estructurados los procesos, de la capacidad de brindar un remedio 

integral para la violación de los derechos del accionante, razón por la cual, la tutela 

es el mecanismo idóneo para dar protección inmediata y definitiva a los derechos al 

debido proceso, al trabajo y a la igualdad. 

 

PRINCIPIO DE INMEDIATEZ-Aplicación/ACCION DE TUTELA-Inmediatez 

 

En cuanto al requisito de la inmediatez, si bien el Decreto 2591 de 1991 señala que 

el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, teniendo en 

cuenta que esta acción pretende dar protección inmediata ante la vulneración o 

amenaza de los derechos, la jurisprudencia ha precisado que debe ser interpuesta 

en un tiempo razonable, contado desde que acontecieron los hechos causantes de 

la trasgresión o desde que la persona sienta amenazados sus derechos. Sobre este 

extremo se ha defendido que “la inexistencia de un término de caducidad no puede 

significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. 

La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, 

que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, 

entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de 

un tiempo prudencial y adecuado.” 

 

ACCION DE TUTELA-Su interposición dentro de un término razonable puede ceder 

cuando el juez constitucional encuentre una justa causa por la inactividad del 

demandante/ACCION DE TUTELA-Eventos en que resulta admisible la dilación en 

su interposición 

 

Si bien la procedibilidad de la acción de tutela exige su interposición dentro de un 

término razonable y oportuno, requisito que supone una actitud positiva del 

interesado, de manera que promueva el mecanismo de amparo constitucional de 

forma consecutiva o próxima al suceso que se controvierte, tal exigencia puede 

ceder en aras de hacer efectiva la protección de los derechos fundamentales, 

cuando el juez constitucional, previo el análisis del caso concreto, encuentre la 

configuración de una justa causa que justifique la inactividad del demandante. Así, 

se han reconocido ciertos eventos en que resulta admisible la dilación en la 

interposición de la acción de tutela, por ejemplo: (i) cuando se demuestre que la 

vulneración es permanente en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó 

por primera vez es muy antiguo respecto de la presentación del recurso de amparo, 



la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto por sus derechos, continúa 

y es actual y (ii) cuando la especial situación del sujeto afectado convierte en 

desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de acudir a un juez; por ejemplo, 

el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad 

física, entre otros. Adicionalmente, la jurisprudencia ha señalado que otra causal de 

justificación válida que explica la tardanza en la interposición de la acción, es la 

ocurrencia de un hecho nuevo, y éste, ha sido entendido, como una circunstancia 

fáctica que es jurídicamente relevante, ocurrida entre el momento en que ocurrieron 

los hechos causantes del daño o de la amenaza de los derechos fundamentales y 

la interposición de la acción de tutela. 

 

DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO-Susceptible de protección por vía de 

tutela/DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO-Alcance y contenido/DERECHO AL 

DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO-Concepto 

 

ACTUACION DE LOS PODERES PUBLICOS-Deben ajustarse al principio de 

legalidad, buena fe y confianza legítima de los administrados. 

Sentencia SU499/16, la cual expone: 

PRINCIPIO DE INMEDIATEZ COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA 

ACCION DE TUTELA -Debe ponderarse bajo el criterio del plazo razonable y 

oportuno. 

PROCEDENCIA DE LA PRESENTE ACCIÓN DE TUTELA COMO ÚNICO 

MECANISMO DE PROTECCIÓN JUDICIAL, EFICAZ E IDÓNEO 

Como lo estableció la Corte Constitucional sobre la procedencia excepcional de la 

Acción de Tutela frente al control de constitucionalidad de los actos administrativos, 

mediante Sentencia T-982/04. 

Para controlar el ejercicio de toda facultad discrecional de la Administración, que 

obviamente se manifieste a través de actos administrativos, se prevé por regla 

general en el ordenamiento jurídico la procedencia de las acciones de nulidad y de 

restablecimiento del derecho, según el caso, con la posibilidad de solicitar in situ la 

suspensión provisional de los efectos del acto demandando. Así las cosas, y 

conforme a lo prescrito en el artículo 86 de la Constitución Política, es indiscutible 

que la acción de tutela frente a dicha modalidad de actos administrativos, 

corresponde -en cuanto a su naturaleza jurídica- a un mecanismo subsidiario y 

excepcional de defensa judicial, el cual solamente puede llegar a prosperar bajo 

cualquiera de las siguientes hipótesis normativas reconocidas por esta 

Corporación, a saber: “La primera posibilidad: es que las acciones ordinarias sean 

lo suficientemente amplias para proveer un remedio integral, pero que no sean lo 



suficientemente expeditas para evitar el acontecimiento de un perjuicio 

irremediable. En este caso será procedente la acción de tutela como mecanismo 

transitorio, mientras se resuelve el caso a través de la vía ordinaria. La segunda 

posibilidad; es que las acciones comunes no sean susceptibles de resolver el 

problema de manera integral, en este caso, es procedente conceder la tutela de 

manera directa, como mecanismo eficaz e idóneo de protección de los derechos 

fundamentales”. (Subrayado y Negritas fuera de texto). 

En el caso concreto está claro y pudiera pensarse que el acudir a la Jurisdicción de 

lo Contencioso Administrativo a fin de deprecar la Nulidad y el Restablecimiento del 

Derecho, no remediaría y ni restablecería los derechos al debido proceso del 

accionado y sus conexos al de Defensa, pero no remediaría el derecho fundamental 

consagrado en el articulado 29 Superior que ampara su libertad constitucional a 

ejercer sus derechos fundamentales.1. 

La misma corporación en sentencia T-704 de 2011 estableció lo siguiente: 

Improcedencia de la acción de tutela contra actos administrativos de 

contenido particular y concreto, específicamente para obtener el reintegro. 

Reiteración de jurisprudencia 2 

La jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que la acción de tutela no es 

procedente, como regla general, para controvertir actos administrativos, toda vez 

que las discrepancias suscitadas por la aplicación o interpretación de los mismos 

deben ser dirimidas a través de la jurisdicción contenciosa administrativa3 

 

No obstante, en criterio de la Corte la aceptación de la procedencia excepcional de 

la acción de tutela contra los actos administrativos depende de si del contenido de 

los mismos deviene una vulneración evidente de los derechos fundamentales o la 

amenaza de la ocurrencia de un perjuicio irremediable de tal magnitud, que obligue 

la protección urgente de los mismos. Al respecto la sentencia T-514 de 2003 

precisó: 

 

___________________________ 

1 DECRETO No. 2400/1968, ARTICULO 27. Todo el que sirva un empleo de voluntaria aceptación puede 

renunciarlo libremente. 

La renuncia se produce cuando el empleado manifiesta en forma escrita e inequívoca su voluntad de separarse 

definitivamente del servicio. 

La providencia por medio de la cual se acepte la renuncia deberá determinar la fecha de retiro y el empleado 

no podrá dejar de ejercer sus funciones antes del plazo señalado, so pena de incurrir en las sanciones a que 

haya lugar por abandono del cargo. La fecha que se determine para el retiro no podrá ser posterior a treinta (30) 

días después de presentada la renuncia; al cumplirse este plazo el empleado podrá separarse de su cargo sin 

incurrir en el abandono del empleo. 



“La Corte concluye (i) que, por regla general, la acción de tutela es improcedente 

como mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que 

resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos 

administrativos, como quiera que existen otros mecanismos tanto administrativos 

como judiciales para su defensa; (ii) que procede la acción de tutela como 

mecanismo transitorio contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda 

evitar la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos 

casos el juez de tutela podrá suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 

7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del 

Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo.” 

De esta manera, la Corte ha admitido la procedencia excepcional del amparo 

constitucional cuando, por ejemplo, se pretende el reintegro de un servidor público 

que ha sido desvinculado de su cargo, siempre que en el caso concreto se advierta 

la vulneración de sus derechos fundamentales y se evidencie la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable. Se ha considerado que en estos eventos la acción de nulidad 

y restablecimiento del derecho no proporciona un mecanismo de protección idóneo 

y eficiente a los derechos conculcados.4 

 

Incluso, la Corte ha aceptado que la tutela también procede para verificar la 

vulneración de derechos que se pueda desprender del acto de aceptación de una 

renuncia. En la sentencia T-374 de 2001, en un caso en el que la actora alegó la 

falta de consentimiento en la renuncia que presentó al cargo de concejal, la Corte 

aceptó la procedencia de la tutela, aunque luego aclaró que determinar la 

autenticidad de un documento desbordaba el alcance del amparo constitucional. 

Luego, argumentó que la posibilidad de presentar una renuncia hace parte del 

régimen de libertades constitucionales de una persona y que, por tanto, 

concomitantemente al Estado le corresponde la obligación de “aceptar, dentro de 

un término razonable, la renuncia. En estas condiciones, la actuación de las 

autoridades demandadas, antes que configurarse en una violación de sus derechos 

políticos fundamentales, supone el cumplimiento del deber jurídico de respeto por 

el ejercicio de su libertad”. 

 

 

 

__________________________ 

Quedan terminantemente prohibidas y carecerán en absoluto de valor, las renuncias en blanco o sin fecha 

determinada o que mediante cualesquiera otras circunstancias pongan con anticipación en manos del jefe del 

organismo la suerte del empleado.  2 sentencia T-187 de 2010. 3 ver entre otras la Sentencia T-016 de 2008. 

 



2.1. VIOLACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA COMO MANIFESTACIÓN 

DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 

 

2.1.1. El derecho de defensa, como parte integral del debido proceso, debe 

ser garantizado al interior de cualquier actuación judicial o administrativa. 

 

2.1.2. En materia administrativa, este derecho se traduce en “la facultad que 

tiene el administrado para conocer la actuación o proceso administrativo que 

se le adelante e impugnar o contradecir las pruebas y las providencias que 

le sean adversas a sus intereses. La administración debe garantizar al 

ciudadano interesado tal derecho y cualquier actuación que desconozca 

dicha garantía es contraria a la Constitución. En efecto, si el administrado no 

está de acuerdo con una decisión de la administración que le afecte sus 

intereses tiene derecho a ejercer los recursos correspondientes con el fin de 

obtener que se revoque o modifique”5 

 

Así las cosas, la importancia del derecho a la defensa en el contexto de las garantías 

procesales radica en “impedir la arbitrariedad de los agentes estatales y evitar la 

condena injusta, mediante la búsqueda de la verdad, con la activa participación o 

representación de quien puede ser afectado por las decisiones que se adopten 

sobre la base de lo actuado”6 

 2.1.3. El derecho de defensa como manifestación del derecho al debido 

proceso, comprende las siguientes garantías: a) el derecho a que se 

notifiquen los actos expedidos en el marco del proceso de que se trate; b) el 

derecho de presentar y solicitar pruebas; c) el derecho a controvertir las 

pruebas que se presenten en contra; d) el derecho a que las actuaciones 

sean públicas; e) el derecho a impugnar las decisiones adoptadas en el 

marco del proceso, entre otras. Por tanto, las autoridades que adelantan las 

actuaciones judiciales y administrativas tienen un doble deber en relación con 

el derecho de defensa: “(i) poner en conocimiento de los interesados las 

decisiones que adoptan, con el fin que estos puedan ejercer la facultad 

constitucional de oponerse a ellas y, de manera general, controvertir tanto su 

contenido como las condiciones sustantivas y procesales para su 

promulgación, y (ii) garantizar la concurrencia en el trámite de espacios 

adecuados y suficientes para el ejercicio de dicha facultad de controversia”7 

_________________________________ 

4 al respecto, esta Corporación en la sentencia T-016 de 2008 manifestó: “la Corte ha precisado como regla 

general, que la acción de tutela es improcedente para solicitar el reintegro de los empleados públicos, pues el 

ordenamiento jurídico está prevista la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, luego existe un medio 

de defensa judicial propio, específico y eficaz que excluye la prevista en el artículo 86 Constitucional. No 

obstante, la Corte ha manifestado que, excepcionalmente ante un perjuicio irremediable, puede resultar 

procedente el amparo cuando la acción de nulidad y restablecimiento del derecho resulta inadecuada para la 

efectividad de los derechos fundamentales violados, dada la situación que afronta el accionante.” 



 2.1.4. Aunado a lo anterior, se tiene que las garantías del debido proceso y    

del derecho de defensa se vulneran si “el término para ejercer el derecho de 

contradicción es irrisorio, por cuanto esta práctica atenta contra los criterios 

de proporcionalidad y razonabilidad que se requieren a fin de asegurar el 

ejercicio pleno del derecho de acceso a la administración de una justicia 

recta”8 Por ello, las actuaciones administrativas que establecen 

procedimientos, deben propender por que el término dado a las partes para 

que ejerzan su derecho de defensa y contradicción sea razonable, es decir, 

que exista una relación coherente y adecuada entre dicho plazo y la 

complejidad de la materia que se revela. 

 

2.1.5. En conclusión, el derecho de defensa como manifestación del derecho 

al debido proceso, se traduce en la facultad que tiene el interesado para 

conocer las decisiones que se adopten en el marco de un proceso 

administrativo que se adelante por la autoridad administrativa, e impugnar las 

pruebas y providencias contrarias a sus intereses. De tal manera que, si 

estas garantías no le son aseguradas, se está bajo el supuesto de que la 

administración transgredió su derecho de defensa y con él, el del debido 

proceso administrativo. 

 

 2.2. ALGUNAS HIPÓTESIS QUE CONSTITUYEN VÍAS DE HECHO 

ADMINISTRATIVAS 

 

2.2.1. Defecto procedimental 

 

Este defecto se presenta cuando se desconocen las formas propias de cada 

procedimiento. 

La jurisprudencia constitucional sostiene que este defecto tiene dos acepciones, “el 

defecto procedimental absoluto, que se presenta cuando el funcionario se aparta 

por completo del procedimiento establecido legalmente para el trámite de un asunto 

específico, ya sea porque: i) se ciñe a un trámite completamente ajeno al pertinente 

desvía el cauce del asunto-, o ii) omite etapas sustanciales del procedimiento 

establecido legalmente, afectando el derecho de defensa y contradicción de una de 

las partes del proceso”9 , y “el defecto procedimental en la concepción de exceso 

ritual manifiesto, que se presenta cuando un funcionario utiliza o concibe los 

procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y, por 

esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia”10 

. 

________________________ 

5 sentencia T- 555 de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio 

6 sentencia T-505 de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio 



2.2.2. Falta de motivación 

 

El artículo 209 de la Constitución de 1991 estipula que, “la función administrativa 

está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 

principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 

publicidad (…)”. 

Una de las manifestaciones de la garantía del debido proceso, es que los actos 

administrativos emitidos por cualquier autoridad pública (bien sea que contengan o 

no alguna determinación que implique la disposición de derechos), posea un mínimo 

de motivación, ya que ello constituye una garantía de los principios de legalidad, 

publicidad, defensa y contradicción. 

 

En consonancia con lo que se viene diciendo, la Corte Constitucional en Sentencia 

SU-250 de 1998 11, en la que estudió el caso de una notaría que fue retirada de su 

cargo sin que se hubiese motivado el acto administrativo de desvinculación, señaló:  

“La motivación responde al principio de publicidad, entendiendo por tal la 

instrumentación de la voluntad como lo enseña Agustín Gordillo12 quien 

resalta su importancia así: 

 

La motivación del acto, contenida dentro de lo que usualmente se denomina 

“los considerandos” del acto, es una declaratoria de cuáles son las 

circunstancias de hecho y de derecho que han llevado a la emanación, o sea 

los motivos presupuestos del acto; constituye por lo tanto la fundamentación 

fáctica y jurídica con que la administración entiende sostener la legitimidad y 

oportunidad de la decisión tomada y es el punto de partida para el 

juzgamiento de esa legitimidad. De la motivación sólo puede prescindirse en 

los actos tácitos, pues allí no hay siquiera una manifestación de voluntad; 

salvo en ese caso, ella es tan necesaria en los actos escritos como en los 

actos verbales.  

 

Por tratarse de una enunciación de los hechos que la administración ha 

tenido en cuenta, constituye frente a ella un “medio de prueba en verdad de 

primer orden”, sirviendo además para la interpretación del acto. 

 

 

 

____________________________________ 

 
7. Sentencia T- 555 de 2010. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio 

8. Sentencia C-555 de 2001. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra 

 



La explicación de las razones por las cuales se hace algo es un elemento 

mínimo a exigirse de una conducta racional en un Estado de derecho; no 

creemos en consecuencia que la motivación sea exigible sólo de los actos 

que afectan derechos e intereses de los administrados, resuelvan recursos, 

etc., como sostiene alguna doctrina restrictiva; todos los actos 

administrativos a nuestro modo de ver, necesitan ser motivados. De cualquier 

manera, en lo que respecta a los “actos administrativos que son atributivos o 

denegatorios de derechos”, es indiscutida e indiscutible la necesidad de una 

“motivación razonablemente adecuada (…)”. (Subrayado fuera del texto). 

 

La publicidad, además, está ligada a la transparencia, así lo señala Luciano 

Parejo: 

 

“En la actuación y, por tanto, en el procedimiento administrativo existe una 

tensión específica entre el secreto y la reserva, a los que tiende por propia 

lógica la Administración, y la publicidad, que busca la transparencia como 

una técnica más al servicio tanto de la objetividad y del sometimiento pleno 

a la Ley y al Decreto de ésta en su acción, como de la prosecución efectiva 

del interés general13 

 

 

Esa necesidad de motivar los actos (salvo excepciones expresamente 

consagradas), se integra a la publicidad, entendida como lo contrario al 

secreto o reserva. Por eso el retiro debe motivarse, porque si ello no ocurre 

materialmente no hay publicidad y se viola por tanto el debido proceso”.  

 

Conforme a la parte considerativa, la Corte resolvió amparar los derechos de 

la accionante, tras considerar que la falta de motivación del acto 

administrativo que ordenaba su desvinculación, era violatoria de su derecho 

al debido proceso. 

 

Entonces, la motivación constituye así un medio de control del acto 

administrativo que debe ser suficiente, “esto es, ha de dar razón plena del 

proceso lógico y jurídico que ha determinado la decisión, el cual no se 

satisface con el señalamiento de un concepto jurídico indeterminado, sino 

que debe obedecer a un razonamiento concreto que conduzca a la aplicación 

de dicho concepto a las circunstancias de hecho singulares de un 

determinado caso”14 

 

___________________________________________________ 

 9. Sentencia T-327 de 2011. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 

10. Sentencia T-661 de 2011. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio 

11. M.P. Alejandro Martínez Caballero 

12. Agustín Gordillo, Tratado de derecho administrativo, Tomo III, págs. X-2 y ss. 



En conclusión, la garantía del derecho al debido proceso implica que los 

actos administrativos en general contengan un mínimo de motivación que 

permita el ejercicio del derecho al acceso a la justicia, a fin de ser 

controvertidos, y cuando se trata del uso de facultades discrecionales, no es 

que no se deban motivar los actos administrativos, sino que ésta se limita a 

que al menos sumariamente se manifieste la adecuación de los fines de la 

norma que autorizó la facultad con los hechos que le sirven de causa para 

su aplicación. 

 

PETICIONES 

 

❖ Tutelar mi DERECHO CONSTITUCIONAL Y FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD, 

DERECHO AL MINIMO VITAL Y A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA. 

❖ Aplicar el precedente Jurisprudencial, de acuerdo a lo considerado en el artículo 

10 de la ley 1437 de 2011, Sentencia Su 691 de 23 de noviembre de 2017, de la 

Corte Constitucional. 

❖ Se realice todas las acciones tendientes a efectos a que se autorice en el menor 

tiempo posible la terminación de la vulneración a mi derecho fundamental 

❖ Se me notifique de la respuesta a mi Petición en legal forma. 

 

 

PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como tales las siguientes: 

1. Documental: 

a) Copias registro civil de mis hijas y nieto 

b) Copia documento de identidad de mis hijas  

c) Copias de afiliación de la seguridad social de mi núcleo familiar (hijas, nieto) 

 

______________________________ 

13.- Manual de derecho administrativo, pág. 445. 

14. Sentencia T-1168 de 2008. M.P. Jaime Araujo Rentería 



d) Copia sentencia donde me otorgan patria potestad de mis hijas. 

e) Copia declaración juramentada de madre cabeza de hogar  

f) Copia del oficio terminación de mi nombramiento provisional, entrega de mi 

cargo, Técnico Operativo grado 314. 

 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento la presente acción se encuentra en Sentencia y Precedente 

jurisprudencial a aplicar: 

❖ Artículos 13, 43 y 53 Constitución Política de Colombia 

❖ Ley 1753 de 2015 

❖ Decreto 780 de 2016 

❖ Sentencia SU 691 de 23 de noviembre de 2017 

❖ Sentencia SU-388 de 13 de abril de 2005 

❖ T-357 de 17 de abril de 2008 

❖ Demás normas concordantes y complementarias al caso materia de estudio. 

 

 

PROCEDIMIENTO 

 

Decretos 2591 de 1991, Decreto 306 de 1992, Decreto 1382 de 2000. 

 

 

 

 

 



COMPETENCIA 

 

Es Ud. Señor Juez (a) competente por lo establecido en la ley para conocer del 

presente asunto. 

 

DECLARACIÓN JURAMENTADA 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que sobre los mismos hechos invocados 

en esta demanda no he interpuesto otra acción de tutela. 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

Se me notifique en la Carrera 35 No.26 - 52 Barrio Hipódromo de la Ciudad de 

Soledad - Departamento del Atlántico. 

La ALCALDÍA DE SOLEDAD kilómetro 4 avenida murillo, sede gran abastos de la 

Ciudad de Soledad - Departamento del Atlántico. 

 

Del Señor Juez, 

 

Atentamente, 

 

_________________________ 

KARINA MIRANDA POLO 

C.C No. 32´873929 Expedida en Soledad 













































 



 
CERTIFICADO DE AFILIACIÓN AL PBS DE EPS SURA

 
EPS Y MEDICINA PREPAGADA SURAMERICANA S.A en desarrollo de su programa especial para la garantía del Plan de Beneficios

en Salud denominado EPS SURA
 

CERTIFICA
 

Que MATHIAS JESUS AMARIS ALVARINO identificado(a) con REGISTRO CIVIL número 1044233120 está registrado(a) en el PBS
EPS SURA con la siguiente información:
 

 
* Protección Laboral hasta el 17/01/2021
 
 
 
 
 
DIRECCIÓN DE AFILIACIONES

ESTE DOCUMENTO NO ES VÁLIDO PARA LA PRESTACIÓN
DEL SERVICIO, NI PARA TRASLADOS

TIPO Y NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN RC 1044233120
NOMBRES Y APELLIDOS MATHIAS JESUS AMARIS ALVARINO
TIPO DE AFILIADO BENEFICIARIO
PARENTESCO HIJO(A)
ESTADO DE AFILIACIÓN TIENE DERECHO A COBERTURA INTEGRAL
CAUSA ESTADO DE LA AFILIACIÓN PROTECCION LABORAL *
FECHA DE INGRESO A EPS SURA 19/12/2019
FECHA RETIRO EPS SURA 17/12/2020
SEMANAS COTIZADAS EN EPS SURA 45
SEMANAS COTIZADAS ÚLTIMO AÑO 45

Fecha de generación: 10/01/2021



 
CERTIFICADO DE AFILIACIÓN AL PBS DE EPS SURA

 
EPS Y MEDICINA PREPAGADA SURAMERICANA S.A en desarrollo de su programa especial para la garantía del Plan de Beneficios

en Salud denominado EPS SURA
 

CERTIFICA
 

Que NATHALY SOFIA ALVARINO MIRANDA identificado(a) con CÉDULA DE CIUDADANÍA número 1001995151 está registrado(a)
en el PBS EPS SURA con la siguiente información:
 

 
* Protección Laboral hasta el 17/01/2021
 
 
 
 
 
DIRECCIÓN DE AFILIACIONES

ESTE DOCUMENTO NO ES VÁLIDO PARA LA PRESTACIÓN
DEL SERVICIO, NI PARA TRASLADOS

TIPO Y NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN CC 1001995151
NOMBRES Y APELLIDOS NATHALY SOFIA ALVARINO MIRANDA
TIPO DE AFILIADO BENEFICIARIO
PARENTESCO HIJO(A)
ESTADO DE AFILIACIÓN TIENE DERECHO A COBERTURA INTEGRAL
CAUSA ESTADO DE LA AFILIACIÓN PROTECCION LABORAL *
FECHA DE INGRESO A EPS SURA 01/07/2017
FECHA RETIRO EPS SURA 17/12/2020
SEMANAS COTIZADAS EN EPS SURA 178
SEMANAS COTIZADAS ÚLTIMO AÑO 50

Fecha de generación: 10/01/2021



 
CERTIFICADO DE AFILIACIÓN AL PBS DE EPS SURA

 
EPS Y MEDICINA PREPAGADA SURAMERICANA S.A en desarrollo de su programa especial para la garantía del Plan de Beneficios

en Salud denominado EPS SURA
 

CERTIFICA
 

Que ANA KARINA ALVARINO MIRANDA identificado(a) con CÉDULA DE CIUDADANÍA número 1042462508 está registrado(a) en el
PBS EPS SURA con la siguiente información:
 

 
* Protección Laboral hasta el 17/01/2021
 
 
 
 
 
DIRECCIÓN DE AFILIACIONES

ESTE DOCUMENTO NO ES VÁLIDO PARA LA PRESTACIÓN
DEL SERVICIO, NI PARA TRASLADOS

TIPO Y NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN CC 1042462508
NOMBRES Y APELLIDOS ANA KARINA ALVARINO MIRANDA
TIPO DE AFILIADO BENEFICIARIO
PARENTESCO HIJO(A)
ESTADO DE AFILIACIÓN TIENE DERECHO A COBERTURA INTEGRAL
CAUSA ESTADO DE LA AFILIACIÓN PROTECCION LABORAL *
FECHA DE INGRESO A EPS SURA 01/07/2017
FECHA RETIRO EPS SURA 17/12/2020
SEMANAS COTIZADAS EN EPS SURA 178
SEMANAS COTIZADAS ÚLTIMO AÑO 50

Fecha de generación: 10/01/2021
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